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Utopía u oportunidad fallida. Análisis crítico del Acuerdo de Paz


 


Resumen


Este libro nació en una conversación entre los editores unas semanas antes del 2 de octubre del 2016, día en que el Acuerdo de Paz de La Habana fue sometido a plebiscito. Como muchos colombianos, nos enfrascamos en una discusión sobre diversos aspectos de lo pactado por el gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC–. Esta inquietud de dos personas se transformó en un diálogo de veintitrés. Así, esta obra es una contribución de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario al debate del fin del conflicto armado y la construcción de paz en Colombia. En él, participan profesores de esta y otras universidades colombianas con el fin de presentar una reflexión académica desde los estudios socio-jurídicos de los alcances, limitaciones y oportunidades de aprendizaje del proceso de paz y acuerdo logrado en 2016 con las FARC. En este contexto, este libro responde a la necesidad de promover una discusión informada sobre el papel del derecho y de los abogados en la estructuración e implementación de iniciativas de paz. Luego de tantos años en que los académicos han estudiado en el país la interacción conflicto armado y derecho, es esencial dar paso a una reflexión profunda que concatene esta disciplina con los escenarios de paz.
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Utopia or Failed Opportunity? A Critical Analysis of the Peace Agreement


 


Abstract


This book is the outcome of a conversation between its editors several weeks before October 2, 2016, the date on which the Colombian people were to vote whether to approve the Havana Peace Agreement. Like many Colombians, we discussed different aspects and challenges of the agreement between the Colombian Government and the Revolutionary Armed Forces of Colombia –FARC–. This conversation between two people soon became a dialogue among twenty-three authors. This volume is a contribution of Universidad del Rosario’s Law School to the ongoing debate around the end of the armed conflict and peacebuilding in Colombia. Professors from Universidad del Rosario and other Colombian universities shared their articles to offer insights from the socio-legal perspective to the debate on the Peace Agreement’s advantages and disadvantages, and lessons learned in this process. In this context, this work aims at promoting an informed discussion on the role of the law and lawyers in designing and implementing peace initiatives. After many years in which scholars have devoted their research to understand the interplay between the internal armed conflict and the law, it is time to begin an in-depth analysis of the interaction between the law and post-conflict scenarios.
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Tal vez, la sección de los agradecimientos es una de las partes menos leídas de un libro. Sin embargo, desde que comenzamos hace unos años a tratar de entender cómo se gestan y llevan a cabo este tipo de proyectos, hemos aprendido a identificar, analizar y a apreciar este aparte de cualquier publicación. Aquí se encuentra un fragmento esencial de la historia de una idea que después se consolidó en un proyecto, se convirtió en un resultado de un proceso de investigación y hoy se entrega a los lectores con la esperanza de que lo examinen con detenimiento, lo critiquen y, ojalá, lo conviertan en un argumento a ser mejorado o rebatido. De lo que dan cuenta la lista de personas que a continuación vamos a nombrar es que el conocimiento no se concibe en solitario, sino que es una mezcla de reflexión individual que se pone a prueba en la interacción constante con los colegas y amigos en contextos que trascienden los espacios formales de la academia. 


Para comenzar, el apoyo de la Editorial de la Universidad del Rosario ha sido fundamental en todas las instancias de este proceso. Aún recordamos esa llamada que le hicimos a Juan Felipe Córdoba en septiembre de 2016 para proponerle esta idea y el apoyo entusiasta que él nos ofreció desde el principio. Le debemos a todo su equipo el que esta publicación sea una realidad, en especial a Ingrith Torres Torres, Coordinadora Editorial, y a la correctora de estilo, Daniela Echeverry. Así mismo, queremos reconocer la labor de los pares evaluadores, pues sus comentarios contribuyeron a mejorar sustancialmente el contenido de esta obra. 


La contribución de los profesores de la Facultad de Jurisprudencia Andrés Gómez Rey y Natalia Soledad Aprile, de la joven investigadora Mariana Díaz-Chalela y de la asistente de investigación Carolina Torres Sarmiento fue esencial para poder revisar las artes a tiempo y poder publicar el libro en la fecha proyectada. Gracias por haber aceptado esta invitación y haberse sentado con nosotros a repasar puntos, comas y el orden de los pies de página, entre otros detalles fundamentales de cualquier edición. Con ustedes terminamos el libro en el mismo lugar en que se concibió, tomando café y debatiendo los retos que le esperan al país en la fase de implementación del Acuerdo.


Finalmente, a todos los autores que participaron en esta obra con sus artículos, por esa generosidad que los llevó a compartir su trabajo con nosotros y por la buena disposición con la que se adaptaron a los exigentes plazos que nos fijamos. Una idea de dos personas terminó en un diálogo de veintitrés.


 


Los editores





Introducción


 


 


Lina M. Céspedes-Báez*


Enrique Prieto-Rios**


 


* Abogada de la Universidad del Rosario, con especialización en Derecho Tributario de la misma Universidad, maestría en Estudios de Género de la Universidad Nacional de Colombia, LL. M. con concentración en Derecho Internacional de Cardozo School of Law (Nueva York) y doctorado en Derecho de Temple University (Filadelfia). Becaria Fulbright 2012-2014 y Residential Fellow del Institute for Global Law and Policy —IGLP— de la Facultad de Derecho de la Universidad de Harvard 2014-2015. Actualmente es la vicedecana de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario. Correo electrónico: linam.cespedes@urosario.edu.co


 


** Abogado, MA Derecho Internacional y Ph. D. en proceso de grado (tesis y defensa aprobada mayo 2017, fecha de grado noviembre 2017). Profesor principal, investigador del Grupo de Investigación en Derecho Internacional de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario. Correo electrónico: enrique.prieto@urosario.edu.co


 


 


 


 


Este libro nació en una conversación entre los editores unas semanas antes del 2 de octubre del 2016, día en que el Acuerdo de Paz de La Habana fue sometido a plebiscito. Como muchos colombianos, nos enfrascamos en una discusión sobre diversos aspectos de lo pactado por el Gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia —FARC—. Durante la charla tocamos varios puntos que nos parecían relevantes, los cuales iban desde la extensión del documento y su incidencia en la comprensión del contenido; la interrelación entre el lenguaje de las aspiraciones y el operativo y lo que ello nos podía decir de las dificultades de la negociación; hasta los temas implícitos, ausentes o sobre los cuales más bien pesaba cierto silencio, entre otros.


Por unas cuantas horas nos dimos a esa tarea tan típicamente humana que es compartir impresiones y análisis sobre los términos de un texto que prometía poner fin a un conflicto que había sido un referente no solo de nuestras vidas sino de las de nuestros padres y abuelos.1 Esto convertía al Acuerdo en una pieza histórica, política y jurídica de suma importancia que nos conectaba a una conversación mucho más amplia que había comenzado en la década de 1980, con las primeras iniciativas de negociaciones de paz durante el gobierno del presidente Belisario Betancur,2 y que convocaba nuevamente a la población colombiana a discutir su idea de Nación a través de la búsqueda de soluciones para uno de sus mayores dilemas: la insurgencia armada.


Ese día durante nuestro intercambio de opiniones llegamos a tres conclusiones que fueron la causa inmediata de esta idea. La primera: aunque teníamos puntos de desacuerdo, la mayoría de nuestras apreciaciones coincidía. La segunda: desde que el Acuerdo se había publicado no habíamos tenido tiempo de tener este tipo de conversación de una manera ordenada y sistemática en la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario, ni habíamos propiciado un encuentro de este linaje con nuestros colegas y amigos de otras universidades. La tercera: las aristas e implicaciones jurídicas del Acuerdo eran tan variadas que era imposible para dos abogados como nosotros determinar siquiera con precisión meridiana los asuntos y problemas jurídicos que merecían de un examen juicioso urgente.


Estas tres conclusiones nos mostraron que era esencial incentivar un debate jurídico crítico del Acuerdo que incluyera más voces que permitieran miradas disímiles. En la diferencia de aproximación y criterio se encuentra la riqueza de la discusión y, por tanto, la generación de conocimiento. También, observamos que una aproximación desde lo sociojurídico era pertinente, por cuanto las fronteras de lo negociable para el Gobierno y las FARC no solo estaban demarcadas por consideraciones políticas y económicas, sino por cuerpos normativos internacionales y domésticos que se habían venido haciendo más complejos desde la década de 1990. Igualmente, concluimos que en una facultad donde se enseñe derecho es primordial dar una discusión informada y respetuosa entre la comunidad académica al respecto. El Acuerdo tiene el potencial de definir la vida jurídica del país en las décadas por venir y es responsabilidad de los estudiosos del derecho contribuir a la comprensión de su significado.


El libro lo planeamos alrededor de la siguiente pregunta: ¿qué tienen que decir los estudios sociojurídicos sobre la forma en que el Gobierno colombiano y las FARC diseñaron el fin del conflicto y sentaron las bases para la construcción de la paz en el país? Esto sin importar los resultados del plebiscito, por cuanto éramos conscientes de que el Acuerdo se había convertido en el marco de referencia de las discusiones por venir. Este documento no solo representa uno de los esfuerzos más ambiciosos en materia de procesos de paz en Colombia, sino que su contenido recoge y resume en unos cientos de páginas el conocimiento creado y acumulado en los últimos treinta años alrededor de las causas y consecuencias del conflicto; las medidas apropiadas para reparar a las víctimas y no permitir la repetición de las violaciones del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos; y las tensiones interpretativas sobre lo que es y no es negociable. En este sentido, el Acuerdo es una versión de nuestro pasado, una evaluación del presente y una apuesta por un futuro que está abierta a la discusión y a la reinterpretación. Si algo logró este documento que salió de la mesa de negociación de La Habana fue establecer unos contenidos hito que han facilitado el debate sobre las oportunidades y las utopías del fin de una guerra y de la consecución de la paz. Hoy en día no es posible imaginarse ninguna de estas dos realidades sin hacer referencia al Acuerdo de La Habana, ya sea para defenderlo, criticarlo o reemplazarlo. Este documento es referencia obligada de cualquier iniciativa que pretenda brindar una solución a la insurgencia armada.


El libro se construyó a través de una invitación extendida a los profesores de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario y a algunos colegas de otras universidades del país que han trabajado de cerca con nosotros este tema. En este proceso recibimos una serie de artículos que permitió establecer un diálogo entre los editores y los autores con miras a incluir distintas perspectivas sociojurídicas sobre el tema. Dada la urgencia de la coyuntura, los tiempos para escritura, edición y revisión fueron cortos, lo que permitió de alguna manera responder de manera más directa al contexto planteado por la divulgación del Acuerdo, su rechazo en el plebiscito, las negociaciones con sus opositores y la introducción de cambios en su versión final dada a conocer el 24 de noviembre del 2016. En algunos de los artículos es posible ver cómo todos estos acontecimientos impactaron y enriquecieron los análisis. La lectura y la evaluación concienzudas de los pares académicos contribuyeron a reforzar una dinámica de diálogo que nos reiteró una vez más la importancia de construir academia a través de proyectos comunes y debates sobre cuestiones que tienen un impacto en la realidad del país.


Los artículos aquí escritos se pueden agrupar en cuatro ejes temáticos: 1) reflexiones sobre el plebiscito y el papel de la participación ciudadana en una etapa de transición; 2) tensiones existentes entre el derecho internacional y el Acuerdo de Paz; 3) aspectos específicos y contingentes de la implementación del Acuerdo; y 4) estudio de caso.


En el primer eje temático se encuentran el capítulo escrito por Camila de Gamboa Tapias en el cual se propone una reflexión crítica sobre las falencias pedagógicas en la divulgación del Acuerdo, que se vieron reflejadas en la votación del plebiscito. El segundo capítulo es el de Diana Carolina Valencia-Tello, en el que se analiza el papel que jugó el uso de emociones conflictivas en el resultado del plebiscito y cómo este constante uso de emociones en la política colombiana se convierte en un obstáculo para la construcción de caminos de paz que ayuden a la reconciliación entre los diversos actores del conflicto. En el tercer capítulo, Natalia Soledad Aprile y Mateo Gómez Vázquez realizan un análisis del proceso de paz como política pública y estudian la legitimación democrática de los Acuerdos desde el rol de la ciudadanía como objetivo transversal de planeación gubernamental. Por último, se encuentra el capítulo escrito por Manuel Alberto Restrepo Medina, en el que se hace un estudio comparado del plebiscito de Colombia con la Ley de Claridad de Canadá.


En el segundo eje temático se encuentra el capítulo escrito por Ligia Galvis Ortiz, Beatriz Londoño-Toro, Soraya Pérez Portillo, Nicolás Felipe Mendoza Cerquera y Héctor Peña Díaz, en el que se analiza el Acuerdo de Paz como un acuerdo especial en el marco del artículo 3º común a los Convenios de Ginebra de 1949. Le sigue el artículo escrito por Héctor Olasolo, el cual analiza la idoneidad de los procesos penales y las comisiones de la verdad para abordar las situaciones en las que se cometen crímenes internacionales desde la perspectiva del derecho internacional. Por último, se encuentra el capítulo escrito por René Urueña y Enrique Prieto-Rios, que aborda las tensiones existentes entre el Acuerdo de Paz y el derecho internacional de la inversión extranjera.


En el tercer eje temático, que se ocupa de los aspectos particulares y contingentes del Acuerdo, se encuentra el capítulo de Hugo Andrés Arenas Mendoza, que estudia las medidas de reparación integral establecidas en el Acuerdo y los retos existentes desde la óptica de la reparación transformadora. En ese mismo eje temático se encuentra el capítulo escrito por Sergio Latorre Restrepo, en el cual se analizan los contenidos del punto I del Acuerdo (Acuerdo de Reforma Rural Integral) y sus recientes modificaciones, en el contexto del estado actual del campo colombiano. Con base en lo anterior, Sergio propone algunos puntos de vital importancia de cara a lograr consolidar en el campo un ambiente de bienestar y equidad necesario para establecer la paz.


En el cuarto eje temático se encuentran dos capítulos que analizan el Acuerdo de Paz desde la óptica del medio ambiente. Así, el lector encontrará el capítulo escrito por Andrés Gómez-Rey y Gloria Amparo Rodríguez, en el que problematizan la visión del Acuerdo de Paz sobre el abastecimiento de agua en el medio rural, y el capítulo de Diana Rocío Bernal-Camargo, Leonardo Güiza-Suárez, Paola Moreno Latorre y Enrique Prieto-Rios, en el que se examina la bioprospección y el Acuerdo de Paz. Los dos últimos capítulos de este eje temático son el escrito por Lina M. Céspedes-Báez, que analiza la inclusión de género en los Acuerdos (tema que estuvo en el centro del debate del plebiscito), y el capítulo escrito por Iván Daniel Jaramillo Jassir, que analiza los principales desafíos para el sistema de regulación de las relaciones laborales en el contexto de la implementación del Acuerdo.


Por último, el libro termina con el capítulo escrito por Lina Buchely, el cual es el resultado de un estudio de caso en la comunidad del municipio de Bojayá. En este capítulo se problematizan tres aspectos importantes que sirven de reflexión sobre las relaciones ciudadanía-Estado en zonas de conflicto: 1) el carácter emocional de las manifestaciones oficiales desarrolladas en escenarios de conflicto; 2) la ciudadanía precaria que construyen las víctimas de violencia política inmersas actualmente en procesos de construcción de memoria histórica: perdón, duelo y reparación; 3) la fragmentación y ambigüedad que representan esos escenarios de discusión para el Estado colombiano en el proceso de posconflicto.


La distribución temática del libro busca reflejar el hecho de que el Acuerdo de La Habana constituye un referente sociojurídico que seguramente impactará nuestra manera de entender el rol del derecho en la generación y la solución de luchas armadas. Así, este libro pretende contribuir a esa reflexión a través de una serie de estudios que hacen explícitas esas relaciones. Sin hacer referencia al derecho no es posible ver dónde están las utopías y las oportunidades de las apuestas por la paz y las encrucijadas de la guerra.


 


Bogotá, julio del 2017
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Notas


1 Aunque la guerrilla de las FARC fue fundada en 1964, según su historia oficial, su presencia y capacidad de impactar la realidad nacional ha variado a través de las décadas. Eso ha implicado que haya sido un referente cambiante en la vida del Estado colombiano y que su importancia como factor político, económico y jurídico haya ido variando a través de la historia reciente colombiana.


2 Anna-Karina Bayer, “Peace Processes in Colombia: International Third-Party Interventions”. Journal of Peace, Conflict & Development 20 (2013): 64-65.
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Lo querías más oscuro, apagamos la llama.
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Existen muchos retos en las transiciones democráticas después de una paz negociada en varias de las etapas de este largo y complejo proceso. Me quiero referir a una de las etapas más importantes de las transiciones democráticas: la refrendación de un acuerdo de paz, es decir al procedimiento democrático que legitima en la sociedad los contenidos de dichos Acuerdos. Aunque existen muchos mecanismos de refrendación democráticos a los que es posible acudir luego de que un acuerdo ha sido negociado entre un gobierno y un actor político violento, en el caso colombiano, el presidente Santos expresó desde el momento en que anunció formalmente la existencia de las negociaciones con las FARC que se convocaría a la sociedad colombiana, cuando ya estuviera firmado el Acuerdo Final, a un mecanismo de refrendación popular con el propósito de que los ciudadanos pudieran votar si comulgaban con el contenido de dicho Acuerdo. El Gobierno escogió llevar a cabo un plebiscito que fue avalado por la Corte Constitucional Colombiana.1


Después de conocer los resultados del plebiscito, en el que el No ganó por una mayoría muy estrecha, muchos analistas colombianos, incluso aquellos que votaron en favor de los Acuerdos, han señalado que los resultados adversos del plebiscito reflejan una de las características de la democracia: reglas claras y resultados inciertos.2 Así pues, para quienes creemos en la democracia y votamos en favor del Acuerdo Final de La Habana por el Sí, nuestra respuesta ante un resultado adverso es la aceptación de este.


Ahora bien, en lo que sigue, quisiera hacer un análisis crítico del rechazo hacia el Acuerdo de Paz de un número significativo de colombianos, no solamente de quienes votaron en su contra, sino de aquellos que se abstuvieron de votar, que, como sabemos, constituye casi un 63 % del electorado apto para hacerlo.3 No pretendo poner en duda el resultado obtenido, ni tampoco analizar de forma rigurosa las razones por las que grupos diversos y muy distintos de la sociedad colombiana votaron en contra del Acuerdo. Aunque, por supuesto, mi análisis sí hará una reflexión que está vinculada a ese resultado negativo en las urnas, pero que no se refiere exclusivamente al ejercicio político por excelencia de la ciudadanía de votar, sino a lo que considero yo un déficit democrático mucho más profundo, que creo no se tuvo en cuenta cuando el Gobierno propuso que la ciudanía refrendara los acuerdos a través de un plebiscito.


Como lo expresa el informe ¡Basta Ya! en su capítulo segundo, en Colombia ha existido históricamente una reticencia muy grande a la apertura democrática para todos los grupos sociales, a la que llaman “el miedo a la democracia”. Allí se considera que esto ha incidido en la prolongación del conflicto armado interno, y para solo nombrar algunos ejemplos que el informe analiza, este déficit o debilidad en nuestras instituciones y cultura democrática se refleja en: figuras restrictivas de participación política como el Frente Nacional; represión de las protestas sociales, estigmatización y criminalización de la oposición política, incluso llegando al asesinato de los miembros de un partido político, como ocurrió con la Unión Patriótica;4 instrumentalización de las instituciones y mecanismos democráticos por parte de partidos políticos y actores armados, etc.5 Adicionalmente a esta restricción de la participación política de muchos grupos sociales, se pueden agregar otros aspectos que igualmente están vinculados con el origen y persistencia del conflicto armado, tales como las injusticias económicas y sociales que sitúan a Colombia como uno de los países más inequitativos y desiguales de Latinoamérica.6


Estas son características propias de nuestras instituciones y de nuestra cultura política que se han exacerbado con líderes populistas que promueven perspectivas de mundo cimentadas en una visión binaria de amigos y enemigos, en las que se pretende mostrar la superioridad moral de sus concepciones de vida buena a través del miedo y con discursos de odio.7 Además, van acompañadas en muchas ocasiones de perspectivas muy simplistas acerca de los problemas y de las posibles soluciones a estos, que en la mayoría de los casos esconden agendas para promover sus propios intereses políticos.


Ante esta situación, sería ingenuo o descabellado pensar que lo que necesitábamos para votar en forma más razonada, en esta transición política hacia la paz, implicara, primero, hacer las transformaciones institucionales y de cultura democrática, en otras palabras que deberíamos contar ya con una serie de instituciones más democráticas y con una visión más pluralista del mundo y de los diversos actores sociales, para tomar así decisiones más razonadas, pues estaríamos en una situación imposible de alcanzar.


Lo que quiero defender es que la democracia liberal8 no es un ideal impuesto desde afuera, sino que es un valor que se puede construir en el mismo ejercicio de la discusión y de la toma de decisiones. En otras palabras, la democracia deliberativa es un procedimiento que permite construir los valores e instituciones democráticas a través del análisis y la solución de los problemas reales. Para ello seguiré de cerca el modelo deliberativo de democracia propuesto por Iris Marion Young.9 La autora considera que la democracia deliberativa es un procedimiento a través del que las partes pueden discutir sus diversas posiciones explicándolas en profundidad a las otras partes involucradas en la discusión, expresando los argumentos con que las sustentan y respondiendo por ellas. En este sentido, para Young en un régimen democrático los diversos miembros de la sociedad deberían tener en principio la misma oportunidad de influir en el diseño de las políticas públicas y normas jurídicas que pueden afectar sus intereses. Así, para la autora el mejor modelo procedimental de democracia en situaciones reales es el que es capaz de garantizar la mayor participación posible tanto en el proceso de discusión de una política pública o una ley, como en el proceso de toma de decisiones de esta, pues solo cuando se tienen en cuenta las posturas de los diversos grupos afectados por esas leyes y esas políticas públicas, es posible garantizar la justicia de las decisiones que se acuerdan y, a su vez, transformar, en muchas ocasiones, las condiciones de injusticia existentes.10


Por supuesto, en los regímenes democráticos reales existen muchos grupos que tienen mayores oportunidades de participar en el sistema, mientras que otros se encuentran excluidos o marginados por lo que la autora denomina injusticias estructurales. Para Young las injusticias estructurales de un sistema político democrático no solo dependen de una distribución más equitativa de recursos, derechos, obligaciones y oportunidades por parte del Estado, “sino de las condiciones institucionales que permiten que los individuos puedan desarrollar y ejercitar sus capacidades, así como la comunicación colectiva y la cooperación”.11 Y en este sentido, aunque los patrones distributivos son importantes para garantizar que en una sociedad exista equidad y se garantice que todos los ciudadanos y grupos tengan un lugar similar dentro de la sociedad, hay cuestiones que no se pueden ver exclusivamente desde la distribución y que, no obstante, son esenciales para incluir a los diversos grupos sociales en condiciones de igualdad, como los procesos de toma de decisiones, la división del trabajo y la cultura.12


Me referiré especialmente, y en razón de las reflexiones que pretendo hacer en este texto, a los procesos de toma de decisiones y a la forma como Young considera que una democracia deliberativa puede precisamente garantizar que las discusiones y las decisiones que se tomen en el espacio público sean más incluyentes y, en este sentido, más legítimas y justas, para luego hacer esa misma reflexión respecto a lo que ha debido suceder antes del plebiscito en Colombia. Young considera que una decisión democrática debe guiarse por cuatro ideales normativos: inclusión, igualdad política, razonabilidad y publicidad. Una decisión es incluyente cuando se involucra en el proceso de deliberación y toma de decisiones a todos los afectados por la decisión. La igualdad política consiste en que los afectados por una decisión “deben incluirse en igualdad de condiciones”. Esto implica no solamente oportunidades iguales para hablar y presentar argumentos y propuestas, sino también gozar de “libertad de dominación”, en el sentido de que nadie puede estar “en la posición de coaccionar o amenazar a otros para que acepten ciertas propuestas o resultados”. En una democracia deliberativa, ser razonable significa que las personas discuten con el fin de lograr acuerdos y que, en caso de no lograrlos, existen procedimientos “para llegar a decisiones y registrar el disenso cuando no haya acuerdo”.13 Según Young, se es razonable cuando se está dispuesto a escuchar a los otros y a cambiar nuestras opiniones cuando estas son incorrectas, inapropiadas o injustas. Finalmente, para Young, las condiciones de inclusión, igualdad y razonabilidad “implican que la interacción entre los participantes en un proceso de toma de decisión democrático formen un público en el cual los individuos se exijan responsabilidad recíproca”.14 Así, los participantes llegan a una decisión “no determinando qué preferencias tiene el mayor número de votos que las apoyan, sino expresando qué tipo de propuestas son soportadas con base en las mejores razones”. Young contrasta el modelo deliberativo de democracia con el que ella denomina agregativo, en el que se considera a la democracia una competencia entre intereses privados y preferencias, como si se tratara de responder privadamente a una encuesta.15


Considero que la forma como se discutieron y se tomaron decisiones en la negociación de los Acuerdos de La Habana se caracterizó por ser un ejercicio de democracia deliberativa: existían unos puntos sustantivos sobre los que se tenía interés en discutir, previamente acordados por las partes y que tenían que ver con problemas reales de los que eran responsables tanto el Estado colombiano como las FARC; se tenía un equipo que representaba a cada parte con asesores en los diferentes temas; las posiciones que cada uno defendía tenían que ser explicadas y probablemente ser sustentadas en razones que, aunque no se compartieran por la contraparte, fueran discernibles; se tenía un conjunto de normas jurídicas tanto de derecho interno como de derechos humanos que se debían respetar, y que, por tanto, servían de guía y límite a las discusiones y decisiones acordadas. Estos límites normativos podrían sintetizarse en el ideal normativo de alcanzar una paz justa, es decir una paz que reconociera los derechos de las víctimas y, a su vez, las responsabilidades institucionales, colectivas e individuales de quienes ejercieron directamente la violencia o de quienes indirectamente se sirvieron de ella, que es precisamente el ideal normativo que pretende alcanzar la justicia transicional.16 No obstante, este mismo ejercicio deliberativo no se trasladó a la sociedad. Los ciudadanos votaron en muchos casos sin conocer el Acuerdo Final, y quienes se abstuvieron de votar no se sintieron concernidos con lo que se estaba jugando en la refrendación.


La pregunta entonces es ¿cómo se hubiera podido llevar este ejercicio de deliberación democrática a la sociedad? Aunque es evidente que no se podía hacer el mismo ejercicio de las discusiones de La Habana, sí podría haberse hecho un ejercicio mucho más pedagógico para que los colombianos hubiéramos entendido mejor los contenidos de los acuerdos y lo que estaba en juego al votar en sentido positivo o negativo el Acuerdo Final. En este sentido, el proceso pedagógico no consistía en llevar a los micrófonos las disputas mientras los negociadores estaban estudiando cada uno de los puntos del Acuerdo, tampoco consistía en invitar a las personas a que se leyeran los acuerdos, ya que eran el resultado final de estos, pero no su explicación, no sus razones. Se hubiera requerido conocer luego de que cada uno de los seis puntos fueran acordados por las partes, en especial de los más sustantivos, a grandes rasgos: las posiciones de cada una de las partes al comenzar las discusiones; las razones que se esgrimían desde cada orilla; la posición a la que habían llegado al final de cada punto; lo que se cedía, desde cada parte, lo que se reconocía al otro; los estándares normativos que habían inspirado los resultados a los que se habían llegado, y las formas en las que se garantizaba esa paz justa. De la misma manera, se debería haber incluido las peticiones hechas por los diversos grupos de colombianos que enviaron sus propuestas a los negociadores, en especial por los diversos grupos de víctimas que enviaron dichas propuestas o estuvieron presentes en La Habana. En otras palabras, la idea hubiera sido hacer mayor énfasis en el proceso de toma de decisión que en el resultado obtenido al final. Igualmente, el énfasis pedagógico debería haberse centrado más en los derechos de las víctimas y cómo se estaban protegiendo en el Acuerdo de Paz, y menos en las concesiones que se le estaban haciendo a las FARC. Así mismo, se debía resaltar la forma como el Acuerdo respondía no solo a las víctimas, sino a muchos de los colombianos que el régimen político ha excluido históricamente, y a la forma como los puntos de participación política, reforma rural integral y el problema de las drogas pretendía responder a esta exclusión.


Los medios tendrían que haberse comprometido a hacer una pedagogía que incluyera discusiones de expertos, de líderes políticos, sociales y de víctimas en favor o en contra de las propuestas, en los horarios de mayor audiencia y en todas las redes sociales. Los diversos estamentos del sistema educativo público y privado tendrían que haberse involucrado en la difusión de lo que se iba acordando, y de la forma como se había construido y concertado. Todas las instancias del Gobierno, como una política de Estado, deberían haberse sumado a llevar a la ciudadanía de todas las regiones de Colombia estas discusiones. Luego de los resultados, reacciones y observaciones de los diversos grupos sociales, se hubiera podido buscar mecanismos para hacer observaciones a los Acuerdos, con el compromiso por parte de los negociadores de discutirlos, señalando nuevamente a la sociedad los consensos que se habían logrado y las razones por las que muchas propuestas de la sociedad civil no se podían incorporar a los Acuerdos. Probablemente el periodo de negociación hubiera sido más lento, pero se hubiera podido tener un mejor conocimiento de lo que ocurría en las negociaciones, acallando las voces que querían manipular a la opinión pública con mentiras acerca de lo que se estaba acordando en La Habana.


Después del plebiscito, en la sociedad colombiana quienes discutían los Acuerdos eran los líderes políticos que representan el Sí, y quienes se oponían a estos, incluyendo la nueva versión del Acuerdo Final,17 pero aparecían muy poco los diversos grupos de víctimas, y en especial ese 63 % de ciudadanos colombianos que se abstuvo de votar. Habría que preguntarse por qué ellos no votaron; me atrevería a decir que en muchos de los grupos que se abstuvieron de votar hay una inmensa mayoría de colombianos que no cree que su situación económica, social y política va a cambiar con un Acuerdo de Paz. No se sienten concernidos, no porque no les importe el país o la paz, sino porque sus necesidades y demandas siempre han sido desatendidas por el Estado, porque se encuentran cansados de ser excluidos por unas élites que solo los tienen en cuenta en las promesas de campaña y que olvidan cuando llegan al poder. Me pregunto si estos grupos se sienten representados por las figuras políticas que lideran el No, y es probable que para ellos sean ajenas estas disputas, y somos tan soberbios o torpes que seguimos sin escuchar sus razones de por qué no votaron.


Si el Gobierno hubiera hecho un proceso más pedagógico de los Acuerdos podría haber concitado el interés de algunos de estos grupos sociales que se abstuvieron de votar. En este sentido hubiera sido importante hacer énfasis en una distinción que hacen algunos autores entre una transición política y la justicia transicional propiamente.18 La justicia transicional es un aspecto de la transición política pero no el único. Parafraseando al filósofo norteamericano Michael Walzer, para que una transición política hacia la paz sea duradera tiene que existir una armonía y coherencia entre diferentes esferas de la justicia. Así, por ejemplo, un modelo de justicia transicional puede garantizar de la mejor forma el esclarecimiento de las atrocidades del pasado; permitir la rendición de cuentas de los actores e instituciones responsables de la violencia; contar con los mecanismos para reparar los daños sufridos por las víctimas; construir una memoria que contribuya a entender el pasado y a reconocer la dignidad de diversos grupos de ciudadanos víctimas de la violencia. Sin embargo, si a esta esfera de la justicia, es decir la transicional, no se la mira en relación con otras esferas de la justicia, por ejemplo dar respuesta desde la justicia distributiva y de la justicia como reconocimiento a las injusticias históricas y estructurales de muchas de las instituciones económicas, sociales y políticas, que producen inequidad y exclusión, la justicia transicional por sí sola no puede garantizar una paz duradera. Es aquí en donde también faltó pedagogía: los Acuerdos de La Habana no trataban solo de responder a los temas propios de la justicia transicional, sino que procuraban reconocer por fin, así fuera tímidamente, problemas de injusticias estructurales que el régimen colombiano ni en tiempos de guerra ni de paz ha tomado en serio. En los puntos de desarrollo rural integral, de participación política y de solución al problema de drogas ilícitas, estaba —y aún está— la respuesta a muchos de los intereses legítimos que tiene la mayoría de los colombianos, y que el Estado y las élites nacionales y locales nunca han enfrentado. En estos puntos realmente sí se estaba constituyendo un nuevo pacto social de reformas para que en un largo plazo la sociedad colombiana pudiera llegar a ser más incluyente y más equitativa. Si esto hubiera sido más claro en la pedagogía de los Acuerdos, muy seguramente muchos de quienes se abstuvieron de votar lo hubieran hecho.


Aunque el Acuerdo firmado en el Colón contiene casi todas las propuestas hechas por los líderes políticos que se abrogaron la vocería de quienes votaron por el No en el plebiscito, ellos continúan pensando que no fue suficiente la inclusión de ajustes, aclaraciones y reformas sustanciales, y han decidido no apoyar este Acuerdo de Paz. Los días posteriores al plebiscito permitían hacer dos tipos de lecturas respecto a los líderes políticos que se tomaron la vocería del No: una lectura benevolente consistía en entender que existían muchos aspectos del Acuerdo que se podían mejorar, que había forma de clarificar y acotar muchos puntos que merecían un mejor desarrollo para garantizar los derechos de las víctimas y de los colombianos; y existía una lectura menos benevolente que se basaba en la idea de que los líderes políticos del No no estaban realmente interesados en las víctimas y en la paz, sino en sus propios intereses políticos y electorales, y que el Acuerdo Final no solo les quitaba el protagonismo de la paz, sino también implicaba la pérdida de muchos de los privilegios que muchos aspectos de los Acuerdos eliminaba.


Hoy, después de que ya se han expedido algunas normas, entre ellas el Acto Legislativo 01 del 4 de abril del 2017,19 que regula el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición, persiste un ambiente de escepticismo entre muchos grupos sociales, y en algunos casos de abierto rechazo al Acuerdo Final, sin que se conozca en profundidad su contenido. Así, pareciera que la lectura menos benevolente del Acuerdo Final parece imponerse, y su implementación puede realmente estar en riesgo si los gobiernos subsiguientes no se comprometen a implementar la totalidad de los puntos del Acuerdo.20 Evocando a Walter Benjamin en las tesis Sobre el concepto de historia,21 en Colombia estamos viviendo un momento de extremo peligro de continuar la guerra, pero parece que no queremos reconocer esa realidad, y preferimos aferrarnos a nuestros intereses egoístas y privilegios; parece que preferimos seguir atrapados en la violencia y no aceptar nuestras responsabilidades provenientes del pasado y que tenemos con los ciudadanos víctimas del conflicto armado.
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Introducción


Según el informe ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad, elaborado por el Centro Nacional de Memoria Histórica, el conflicto armado colombiano se ha prolongado por más de 50 años y, en razón a su magnitud, ferocidad y degradación, es difícil explicar las razones que han motivado la guerra. Este informe calcula que entre 1958 y el 2012 el conflicto armado ocasionó la muerte de por lo menos 220.000 personas. Otros datos señalan que el conflicto ha dejado aproximadamente 6,9 millones de desplazados, 45.000 personas desaparecidas y 27.000 personas secuestradas.1


Con la finalidad de terminar el conflicto armado, el 26 de septiembre del 2016 se firmó oficialmente en Cartagena de Indias el primer Acuerdo de Paz entre el gobierno de Juan Manuel Santos y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia —FARC—, tras cuatro años de conversaciones en La Habana, Cuba.


El Acuerdo de Paz de 297 hojas se hizo público el 24 de agosto del 2016, es decir, casi un mes antes de la firma oficial del Acuerdo y, en consecuencia, la opinión pública tuvo solo un mes para conocer su contenido, pues las negociaciones se realizaron a puerta cerrada la mayor parte del tiempo.


Con la finalidad de refrendar el Acuerdo de Paz por todos los colombianos, el presidente Santos convocó un plebiscito el 2 de octubre de 2016. El Acuerdo no fue avalado por el 50,21 % de los colombianos, lo que representa una diferencia menor del 0,5 porcentual entre los colombianos a favor y en contra del Acuerdo Final con las FARC. Aun así, se debe resaltar que el gran ganador de la jornada fue la abstención, que alcanzó el 62,59 %.2


El resultado del plebiscito por la paz sorprendió no solo al Gobierno, sino también a los integrantes de la campaña por el No. El 5 de octubre, en La República, el gerente de la campaña por el No, Juan Carlos Vélez, declaraba que: “el No fue la campaña más barata y efectiva en mucho tiempo. Su costo-beneficio es muy alto”. En su opinión, la estrategia de buscar que la “gente saliera a votar verraca” funcionó. El dirigente explicó la campaña en los siguientes términos:


 


Unos estrategas de Panamá y Brasil nos dijeron que la estrategia era dejar de explicar los acuerdos para centrar el mensaje en la indignación. En emisoras de estratos medios y altos nos basamos en la no impunidad, la elegibilidad y la reforma tributaria, mientras en las emisoras de estratos bajos nos enfocamos en subsidios. En cuanto al segmento en cada región utilizamos sus respectivos acentos. En la Costa individualizamos el mensaje de que nos íbamos a convertir en Venezuela. Y aquí el No ganó sin pagar un peso. En ocho municipios del Cauca pasamos propaganda por radio la noche del sábado centrada en víctimas.3


 


La campaña por el No al plebiscito por la paz es un ejemplo de cómo las campañas políticas utilizan de forma exagerada emociones como la esperanza y el miedo, sin que exista una reflexión responsable sobre las consecuencias que puede tener este tipo de estrategias para la cohesión social y la estabilidad del país.


En este orden de ideas, el presente artículo busca analizar cómo el exagerado apelo a emociones conflictivas en la política colombiana no ha permitido, hasta el momento, la construcción de caminos de paz que ayuden a la reconciliación entre los diversos actores del conflicto. Consideramos que después de décadas de guerra y sufrimiento es fundamental despertar otro tipo de emociones, como la compasión, para canalizar los compromisos de inclusión, igualdad o mitigación del sufrimiento, que deben existir en la sociedad para la construcción de una paz estable y duradera.


Según Martha Nussbaum, las emociones públicas tienen grandes consecuencias en el progreso de una nación, pues estas pueden impulsar la lucha por el logro de objetivos, pero también pueden descarrilarla, introduciendo o reforzando divisiones y jerarquías presentes en las sociedades. Por ello afirma que “(…) toda sociedad necesita reflexionar sobre la estabilidad de su cultura política a lo largo del tiempo y sobre la seguridad de sus valores más preciados por ella en épocas de tensión”.4


Así, buscando realizar una reflexión sobre el tipo de emociones utilizadas para impulsar el proceso de paz colombiano, una versión preliminar de este artículo fue presentado en el XXVII World Congress of the International Association for the Philosophy of Law and Social Philosophy realizado en Washington D.C. en el 2015, el cual estuvo dedicado al análisis del “derecho, las razones y las emociones”. Varias ideas aquí presentadas se encuentran en una fase inicial de investigación, utilizando principalmente el marco conceptual elaborado por Manuel Castells en su libro Comunicación y poder.5


En el presente artículo, primero se analizará de forma general el papel de las emociones en los procesos de comunicación, para después estudiar la forma como se realizan las campañas políticas en la actualidad con las nuevas tecnologías. En la tercera sección, estudiaremos algunos antecedentes sobre el proceso de paz colombiano, para después, en la cuarta sección, tratar el papel de las emociones en las campañas políticas y el proceso de paz colombiano. Finalmente, se realizarán algunas conclusiones.


 



1. El papel de las emociones en los procesos de comunicación


Los humanos desde que nacemos necesitamos de la protección (por varios años) de otros seres humanos para sobrevivir y aprender diversas habilidades cognitivas y emocionales para socializar y comunicarnos de forma efectiva con nuestros pares. Por esto, Aristóteles categóricamente afirmaba que la propia naturaleza humana arrastra instintivamente a todos los hombres a la asociación política, porque el hombre es “un ser naturalmente sociable”.6


La comunicación como habilidad social que me permite relacionarme con el otro y manifestar al mundo mis ideas y sentimientos es fundamental en la construcción de nuestras relaciones sociales, y, por ende, en la construcción de nuestras instituciones; es a través de la comunicación que establecemos significados y propósitos compartidos que nos ayudan a determinar las reglas básicas que gobiernan nuestras relaciones y las instituciones en la sociedad. En este orden de ideas, la comunicación de ideas y sentimientos es clave en todo proceso de lucha por el poder, porque es mediante ella que construimos significados entre los miembros de la comunidad, ayudando a fortalecer la legitimidad de nuestras instituciones, lo que se traduce en comportamientos más colaborativos o cooperativos entre los miembros. Pero también es mediante la comunicación que cuestionamos las instituciones existentes, al crear resistencias sobre el orden previamente establecido, lo que se refleja en comportamientos menos colaborativos en relación con los objetivos comunes planteados por las instituciones que representan la colectividad. Esto lleva a Castells a afirmar que


 


La capacidad para lograr el consentimiento o al menos para instar el miedo y resignación respecto al orden existente es fundamental para imponer las reglas que gobiernan las instituciones y las ­organizaciones de la sociedad. Y en todas las sociedades esas reglas representan las relaciones de poder incorporadas en las instituciones como resultado de los procesos de lucha y compromiso entre actores sociales enfrentados que se movilizan por sus intereses bajo la bandera de sus valores.7


 


Así, la dominación (entendida como el poder que reside en las instituciones sociales) sobre los otros se realiza mediante procesos de comunicación que pueden lograr consentimiento o instar el miedo en los ­individuos pertenecientes a una determinada sociedad, buscando establecer un determinado orden con relaciones de poder definidas entre quienes tienen derecho a mandar y quienes tienen el deber de obedecer.


Por lo tanto, el poder y la contestación al poder se ejercen con ayuda de argumentos y sentimientos compartidos en las sociedades, lo que crea diversas tensiones que dan forma a las instituciones, los valores y las creencias en los individuos, los cuales varían permanentemente a través del tiempo.


La sinapsis existente entre la razón y la emoción al momento de construir las diversas relaciones de poder en las sociedades está bien documentada por varios autores. Según Cruz, la visión tradicional racionalista colocaba las emociones por fuera del campo de la razón, pero nuevos estudios han demostrado que estas forman parte del ejercicio de la racionalidad, pues tienen una inferencia directa en la toma de decisiones, tanto desde los marcos interpretativos culturales, como desde los elementos objetivos que están contenidos en la acción social y política.8


Damasio, en su libro El error de Descartes, demuestra cómo es un error colocar la razón y los sentimientos en lados opuestos, ya que los segundos tienen un marcado predominio en las labores de la razón y, en su concepto, “(…) tomar conciencia del rol preponderante de los sentimientos nos da la oportunidad de realzar sus efectos positivos y disminuir al mismo tiempo su potencialidad lesiva”.9 En concreto, Damasio afirma:


 


Solo sugiero que determinados aspectos del proceso de la emoción y del sentimiento son indispensables para la racionalidad. En su versión afirmativa, los sentimientos nos encaminan en la dirección adecuada, nos llevan al lugar apropiado en un espacio decisorio en que podemos poner en acción, convenientemente, los instrumentos de la lógica. Enfrentamos la incertidumbre cada vez que tenemos que hacer un juicio moral, decidir el curso de una relación personal, elegir medios que impidan la miseria en la ancianidad, planear la vida que tenemos por delante. Emociones y sentimientos, junto con la encubierta maquinaria fisiológica subyacente, nos asisten en la amedrantadora tarea de predecir el futuro incierto y planear consecuentemente nuestros actos.10


 


Por su parte, Jasper afirma que las emociones son parte de la cultura y, por ello, los seres humanos somos socializados o no socializados bajo determinados sentimientos y emociones; de esta forma, las emociones son fundamentales en las acciones y relaciones sociales pues moldean las expectativas sociales (lo deseable y lo no deseable). Así, son inseparables de los procesos políticos, ya que son un componente esencial del proceso interpretativo que crea el mundo de cada persona dentro de su comunidad política.11 En este sentido, Gould afirma que “en lugar de ser un impedimento para el pensamiento, sentir es uno de los muchos modos en que las personas adquieren conocimiento y comprensión”.12


Según Nussbaum, todas las sociedades están llenas de emociones y las democracias liberales no son la excepción. Muchas emociones públicas tienen que ver con los objetivos de la Nación, las instituciones y sus dirigentes, pero también con la geografía y con los principios y los compromisos clave que marcaron la historia de las comunidades, así como la percepción que los ciudadanos comparten sobre un espacio público en común.13


Castells, al momento de estudiar la forma en que se construyen los diversos mecanismos de poder en nuestras sociedades, analiza a Foucault,14 Weber15 y Habermas16 para determinar que existe un apoyo complementa­rio y recíproco entre los dos mecanismos principales de formación de poder, que son la violencia y el discurso.17 La violencia o la amenaza de violencia (como forma de coacción física) es la forma más antigua y básica de poder, que todos los pueblos han usado en algún momento para instaurar un determinado orden con base en el miedo a las autoridades y las instituciones establecidas. Por su parte, los discursos (como técnica para lograr el consentimiento de otros ciudadanos sin recurrir al uso de la fuerza) utilizan la comunicación de razones y emociones entre los miembros de la comunidad para convencer a la mayoría, buscando el consentimiento y la legitimidad en las decisiones que afectan a todos.


Para Cruz, las emociones son fundamentales al momento de involucrar a los individuos en la acción política, pues los diversos procesos sociales las moldean causando que estas creen o refuercen el universo político a través del proceso de la participación en el que se desarrolla la interacción social. De esta forma, “la realidad no podría explicarse en su totalidad si no se incorpora al actor sentiente en las dinámicas humanas de interactividad e intercomunicación”.18


Teniendo en cuenta lo anterior, la retórica, entendida como el arte de la persuasión y como un arte político, se caracteriza por el uso de diversas técnicas para enfrentar ideas, opiniones y argumentos que buscan convencer al auditorio sin necesitar de la coacción física o del uso de la violencia.


En la antigua Grecia, los sofistas (término que inicialmente significaba sabio) fueron los primeros que se interesaron por el debate entre ideas opuestas. El juego de los opuestos señalaba que cada hombre en sus relaciones sociales es apenas una parte del todo, y que para ser entendido, debía ser pensado en relación con su opuesto. En el derecho, el juego de los opuestos ayudó a determinar que para que exista justicia es necesario escuchar a la contraparte. En la política, este juego permitió que en las asambleas de ciudadanos se discutieran las ideas antes de llegar al consenso político. El debate de ideas implicaba desde el inicio la existencia de diversos intereses, y, a veces, una ruptura en la comunidad política, ya que la opinión de un grupo de ciudadanos podía ser diametralmente opuesta a la de otro grupo de ciudadanos. Así, la política existe cuando hay dos o más intereses/ideas en discusión, ya que todo debate político necesita de argumentos y contra argumentos.19


Para Protágoras, uno de los principales representante de los sofistas, las creencias son relativas y subjetivas, porque todo depende del punto de vista de cada persona y, por lo tanto, son imposibles las definiciones absolutas, pues lo que puede ser verdadero para una persona, puede ser falso para otra.20 Para los sofistas, todo argumento tiene dos polos que pueden ser válidos, lo que causó el uso indiscriminado de argumentos con el fin de ganar debates sin mayores referentes éticos o morales, lo cual generó el desprecio histórico por los sofistas por defender cualquier argumento como verdad a cambio de dinero.21


Teniendo en cuenta la importancia de los debates para el funcionamiento de la democracia, Aristóteles, en su libro Retórica, determinó que en todo discurso existen dos elementos principales que se coordinan para convencer. El primero son los argumentos o las razones lógicas que el orador presenta, y el segundo, no menos importante, son las emociones que el orador debe transmitir para que el público sienta empatía hacia él y hacia las ideas por él presentadas. Aunque las emociones pueden no tener relación alguna con los argumentos lógicos presentados, son fundamentales a la hora de convencer al público.22 En palabras de Aristóteles, las emociones


 


(…) son las causas que hacen alterar los seres humanos e introducen cambios en sus juicios, en la medida en que ellas comportan dolor y placer: tales son la ira, la compasión, el miedo y otras semejantes, así como sus contrarias23 (traducción nuestra).


 


Para persuadir al público el orador debe mostrarse confiable, pues el público se sentirá inclinado a transferir el contenido del discurso a la credibilidad del orador, especialmente en los casos en que existe desconocimiento sobre el asunto tratado. Según Aristóteles, para que el orador tenga credibilidad ante el público es necesario que demuestre prudencia, virtud y benevolencia, de tal forma que cuando los oradores recurren a la mentira es por falta de alguna de ellas o por la falta de todas.24


Así, las emociones presentadas por el orador son fundamentales a la hora de persuadir al público pues los sentimientos despertados mueven a las personas en dirección a un determinado juicio o alteran la severidad de este. El orador debe procurar que los oyentes experimenten algún tipo de sentimiento que sea favorable al contenido del discurso por él presentado, para inducir los juicios de los oyentes en dirección a lo que es conveniente. Aun así, para que el discurso sea legítimo se deben presentar argumentos que respeten las leyes de la lógica, pero, al mismo tiempo, se deben utilizar las emociones para mover a las multitudes, sin llegar a trasformar el discurso en manipulación.25


Aristóteles en la Retórica caracteriza trece emociones: ira, calma, amistad, enemistad, temor, confianza, vergüenza, desvergüenza, amabilidad, piedad, indignación, envidia y emulación.26 Aquí debemos resaltar el uso del juego de los opuestos para describir las emociones que pueden ser utilizadas en un discurso.


Con esto, podemos inducir que la democracia en la Antigua Grecia implicaba un proceso de permanente discusión y debate entre ciudadanos libres, quienes podían presentar sus ideas y sentimientos ante otros ciudadanos, quienes, a su vez, debían ser convencidos mediante diferentes técnicas de persuasión, que incluían argumentos lógicos y apelo de las emociones a favor de determinadas ideas y valores latentes en la comunidad política. En la actualidad la forma de hacer política se ha modificado totalmente en razón al surgimiento de las sociedades en masa y a las nuevas tecnologías, como veremos a continuación.


 



2. Campañas políticas y nuevas tecnologías


Para Alonso Coto y Adell, el comportamiento político en los últimos tiempos ha cambiado notablemente en razón a la creciente importancia de las telecomunicaciones y al comportamiento menos predecible y mucho más consumista de los ciudadanos.27


Castells (citando a Fallows)28 evidencia cómo la tecnología ha transformado la política por la capacidad de vincular el sistema de los medios en tiempo real con el marketing político. Desde finales de la década de 1970, la introducción de los ordenadores en la tabulación de las encuestas posibilitó la realización de “investigaciones estratégicas” que permitieron analizar grupos seleccionados de potenciales votantes para modificar las estrategias e, inclusive, el contenido de los mensajes en la medida en que se desarrollaba la campaña política.29


Cuando la diversificación y la descentralización de los medios de comunicación fue posible en la década de 1970, debido a las nuevas tecnologías, el dominio de los medios en las actitudes y las conductas políticas de la población se hizo más amplio.30 La televisión a cable y las tertulias radiofónicas ayudaron a personalizar la audiencia y permitieron a los políticos orientar mejor su mensaje, según los diferentes grupos de interés. Los sectores ideológicos tuvieron una mayor oportunidad para presentar sus argumentos sin el filtro de los medios mayoritarios. En este contexto, la aparición del Internet permitió también ampliar la propaganda de las campañas, los foros de debate y la conexión de los militantes.31 Las nuevas tecnologías permiten que los medios de comunicación se dirijan a audiencias específicas, interesadas en confirmar sus opiniones más que informarse en otras fuentes sobre las opiniones opuestas a las propias.32


Por lo tanto, la lógica de los medios promueve que ellos deban trabajar para aumentar las audiencias específicas y competir por el entretenimiento, al mismo tiempo que deben buscar independencia ante la política para inducir credibilidad. Esta lógica causa que las noticias estén más interesadas en el espectáculo político que en la noticia que explica e informa a la opinión pública para tener opiniones responsables sobre los temas de interés público.33


En la actualidad, los políticos y los gobiernos se volvieron dependientes de las evaluaciones diarias del impacto político de sus decisiones sobre la opinión pública, la cual es medida por encuestas y por estudios de análisis de imagen realizados por expertos contratados, mediante diversas técnicas de marketing político, usando las nuevas tecnologías disponibles.34 Esto es así a pesar del margen de error que pueden tener las encuestas, las cuales en muchas oportunidades se han mostrado poco efectivas a la hora de predecir las elecciones de la ciudadanía.


En Marketing político 2.0, se afirma que la mayoría de los candidatos en todo el mundo (en elecciones locales, municipales, sindicales, nacionales o internacionales) ha comenzado a utilizar casi todas las técnicas de marketing político, como los sondeos de opinión vía encuestas, focus groups, anuncios de televisión, campañas de imagen en los medios, telemarketing, marketing directo y, cada vez más Internet en todas sus formas, esto es, marketing móvil, redes sociales, etc. En relación con la aparición del consumidor político, los autores analizan los efectos que ha tenido el consumismo sobre la política, y señalan que los votantes “(…) quieren un producto más tangible que ­retórico” pues los nuevos votantes prefieren “(…) la eficiencia pragmática a los principios morales”. Así, la lucha por el poder obliga a que los candidatos deban perfilar los mensajes de manera más efectiva; es decir, deben utilizar técnicas de comercialización y venta que funcionan en el mundo empresarial, aunque estas técnicas deben ser adecuadas al universo infinitamente más complejo de la política, donde “(…) no se juega solo con dinero sino con lo más preciado que puede tener una persona: sus esperanzas”.35


En estos términos, Alonso Coto y Adell presentan el marketing político como la solución para una clase política que necesita romper el desencanto y conseguir que la gente (previamente identificada) se movilice y vaya a votar. En su concepto, un marketing adecuado permite “(…) reavivar el fuego del activismo”, al usar las segmentaciones adecuadas, y diseñar los mensajes en función de las encuestas y focus group, los cuales requieren ser galvanizados por medio de técnicas publicitarias y de comunicación profesionales, además del uso de las redes sociales que ayudan a “sentir” la proximidad del candidato a los votantes.36


En este contexto, los medios de comunicación se han convertido en un campo de batalla donde las fuerzas y las personalidades políticas y los grupos de presión están en permanente competencia, tratando de debilitar a los oponentes, para obtener mayores beneficios en las encuestas, las votaciones y las decisiones del Gobierno. Por esta razón, la política en los medios de comunicación es por definición contradictoria, pues actúan diversos actores y estrategias políticas, lo que genera consecuencias inesperadas que nadie puede controlar.37 La idea de diseñar los mensajes en función de las encuestas y focus group evidencia que a este tipo de política informacional no le importa la cohesión social o la idea de comunidad política y espacios de convivencia pacífica y respetuosa de los diversos grupos existentes en la sociedad.


El marketing político es plenamente consciente de las diferencias existentes entre la venta de productos comerciales y “productos políticos”. Alonso Coto y Adell señalan que el mercado político es mucho más complejo, puesto que hay demandas más complicadas y conflictivas. Además, el producto político es intangible y mucho más difícil de comprender y de crear, debido a que los productos tienen un valor simbólico y solo hay un rango disponible, lo que causa que el consumidor solo apoye un producto mientras rechaza todos los demás. También se afirma que el mercado político muchas veces no sabe lo que quiere y que la política tiene que ver con ideologías, no solo con gustos y disgustos sobre las marcas. En definitiva, “(…) la política es una actividad de mucho más largo plazo que el mero marketing empresarial”.38


De esta forma, la política en la actualidad parece no estar interesada en llegar a consensos para establecer estrategias sobre los principales problemas de las sociedades, pues la “eficiencia pragmática” no tiene tiempo para debatir sobre los valores, principios y compromisos clave que deberían existir, sino, por el contrario, el interés principal se encuentra en luchar por el poder para llegar al Estado, a veces a cualquier precio.


Así, el aumento de la comunicación con ayuda de las nuevas tecnologías no implica el aumento de las capacidades de los políticos y de los ciudadanos para realizar debates responsables y llegar a consensos que beneficien a toda la comunidad. Por el contrario, la información muchas veces es contradictoria y beligerante, lo cual amplía de diversas formas la fragmentación de nuestras sociedades e impide obtener acuerdos mínimos sobre las políticas que afectan a toda la comunidad.


La política en los medios de comunicación tiene poco que ver con la idea de democracia deliberativa basada en la exposición de argumentos profundos, debates y discusiones civilizadas. Los medios pocas veces se concentran en el análisis de los argumentos. Por el contrario, se interesan más por los detalles del espectáculo político, como quién gana, quién pierde, cómo, por qué y cuál fue la última jugada política, lo que demuestra que este tipo de política se concentra mucho más en las emociones públicas, sin mayor conexión con los argumentos racionales que también deberían ser discutidos.


En este contexto, las campañas políticas muchas veces terminan deslegitimando la propia democracia. La falta de debates serios en los medios de comunicación sobre los principales problemas en nuestras sociedades evidencian el excesivo apelo a las emociones públicas, lo que termina siendo insuficiente para generar consensos o políticas públicas coherentes sobre los principales temas de interés público.


De otro lado, los altos costos que deben ser asumidos para entrar en la competencia política por el poder en el Estado obligan a que todo candidato a un cargo de representación popular deba disponer de importantes recursos económicos, lo cual compromete la defensa del interés general a favor de los patrocinadores.


En este sentido, el apoyo de grupos económicos a las campañas mediante el financiamiento crea profundos cuestionamientos sobre la legitimidad del candidato o del partido, debido a que difícilmente se puede representar a la mayoría cuando los candidatos son financiados por grupos económicos. Esto sin contar los casos en que se comprueba la existencia de financiamientos ilegales en las campañas.


El espectáculo político puede ser cada vez más agresivo, lo que ocasiona fuerte polarización de las campañas y de la sociedad, sin mayores posibilidades de llegar a acuerdos mínimos que permitan la existencia de una democracia sana que fortalezca la legitimidad del Estado y de sus instituciones. Un ejemplo de fuerte polarización de las campañas políticas fue la campaña del proceso de paz colombiano, pero para comprender lo sucedido, primero debemos analizar algunos antecedentes.


 



3. Antecedentes del proceso de paz colombiano


En Colombia, el conflicto armado ha sido una constante a lo largo de su historia. A finales de los años ochenta existía cierto consenso en torno a que las guerrillas tenían motivos políticos para revelarse en contra del Estado, razón por la cual para lograr la paz era justo promover un cambio político y social en las instituciones y en las políticas públicas, lo que motivó el clamor por una Constituyente que ayudara a sentar las bases de un nuevo pacto por la paz, que reconociera los intereses y las necesidades de los grupos históricamente excluidos.39


Según Lemaitre, este consenso se dio en parte porque muchos estudios académicos, libros, artículos de opinión y reportajes relacionaban la violencia de los años ochenta con la de los años cincuenta, la cual se caracterizó por tener motivaciones políticas en razón a las desigualdades existentes en amplios sectores de la población y a la consecuente exclusión por parte del Estado de grupos con interés de participar del debate público. Así, no sorprende que la solución al conflicto armado en Colombia se concentrara en la inclusión de grupos de izquierda en el debate político y en la mejora de las condiciones sociales y económicas de los grupos históricamente excluidos de la sociedad colombiana.40


La nueva Constitución de 1991 representaba ese anhelo de paz de los colombianos, quienes mediante el consenso sobre importantes reformas institucionales, buscaban crear un Estado más democrático, participativo y respetuoso de los derechos humanos en todos los sectores de la sociedad, para así construir las condiciones materiales que hicieran posible la anhelada paz en Colombia.


Sin embargo, a pesar de todos los esfuerzos realizados, hasta el momento no ha sido posible concretizar la paz. Los reiterados fracasos para lograrla han generado incredulidad y escepticismo en muchos colombianos, que ya no creen en la posibilidad de alcanzarla mediante el diálogo político, lo que provoca que la única solución posible y justa sea la guerra contra los grupos ilegales, con todas las consecuencias que ello implica.


En este contexto de incredulidad hacia la paz, en las pasadas elecciones presidenciales del 2014 el tema central de debate fue precisamente el proceso de paz entre el gobierno del Presidente Santos y las FARC en La Habana. En esta ocasión no existía consenso sobre las causas del conflicto armado, ni tampoco sobre los parámetros de justicia que deberían ser utilizados o los posibles caminos para la paz, razón por la cual el país estaba dividido sobre las posibilidades del diálogo. Para muchos observadores externos era insólito verificar cómo un país que lleva medio siglo de guerra sigue todavía dividido casi por mitades en torno a si es posible una solución negociada al conflicto.


La falta de consenso en torno a la paz se genera no solo por la experiencia compartida de varios procesos de paz fracasados, sino también por la falta de confianza en la negociación (que se realizó la mayor parte del tiempo a puerta cerrada) y la desconfianza histórica hacia las FARC. Aun así, para muchos colombianos, medio siglo de lucha armada demuestra que el camino de las armas no tiene vencedores sino solo perdedores, por tanto el diálogo político es la mejor salida al conflicto armado, pero todavía no son claros los límites que debería tener este, ni los parámetros de justicia que deberían ser aplicados para que el proceso de paz sea considerado legítimo y constructor de paz, en una sociedad fuertemente afectada por varios años de conflicto armado.


La falta de consensos alrededor del proceso de paz, unido al desconocimiento y a la incertidumbre sobre los cambios que deberían realizarse en el ordenamiento jurídico, generó que la discusión política se caracterice por la falta de argumentos o explicaciones claras sobre los puntos a favor y en contra del proceso, lo que fue evidente en las pasadas elecciones presidenciales del 2014 y en la campaña por el Sí y por el No en el plebiscito por la paz; estas se concentraron en los sentimientos de esperanza y miedo que genera el conflicto armado, sin realizar mayores discusiones sobre los principales temas del proceso.


Así, las pasadas elecciones presidenciales del 2014 fueron un ejemplo de fuerte polarización de las dos grandes campañas (Santos y Zuluaga) en niveles nunca antes vistos. Según Álvaro Sierra, editor jefe de Semana, las campañas pasaron “(…) de la plaza pública a los estrados judiciales, con hackers, narcos y asesores asumiendo el protagonismo que deberían tener los argumentos políticos”. 41


La polarización de las elecciones presidenciales en Colombia causó que los ciudadanos tuvieran que decidir por dos proyectos totalmente opuestos sin ninguna posibilidad de consenso entre los grupos mayoritarios, esto fue o seguir con el proceso de paz con las FARC en Cuba votando por Santos, o continuar la guerra, apostando a la derrota militar de las FARC votando por Zuluaga. Sobre la falta de argumentos y consenso en las pasadas elecciones presidenciales, Sierra afirmó:


 


Toda una paradoja. El llamado proceso de paz —las negociaciones entre el Gobierno y las FARC en La Habana para poner fin al conflicto armado— despierta escaso entusiasmo entre la gente. Se encuentra en un puesto muy bajo entre las prioridades que la opinión pública expresa en las encuestas. Y una amplia mayoría de los colombianos se dice escéptica o pesimista sobre su resultado. Sin embargo, la paz se ha posicionado una vez más en la historia de las elecciones presidenciales como el tema central en el debate.


 Un debate simplista, de escasos argumentos y no poca manipulación. El presidente Juan Manuel Santos ha buscado su reelección presentándose como el candidato de la paz, con palomitas de colores en su publicidad y con una palomita como prendedor en su saco en los debates que cerraron la campaña, los únicos a los cuales él asistió. Sin embargo, ha sido escasa la pedagogía que él y su gobierno han hecho para convencer a los colombianos de la necesidad del proceso, de la conveniencia de negociar con la guerrilla, de por qué esta es un interlocutor legítimo. Y si el público en las grandes ciudades no se siente “tocado” por lo que pasa en La Habana, en el resto del país, en las regiones, lo que ocurre en la isla parece abstracto y lejano.


 Del otro lado, en el uribismo, el expresidente Álvaro Uribe, su candidato Óscar Iván Zuluaga y sus seguidores truenan contra una suerte de conspiración entre Santos y las FARC y enarbolan argumentos como que se negocia a espaldas del país y otras críticas que, en lugar de apuntar a una discusión racional, buscan apalancarse en los sentimientos de prevención, desconfianza y aborrecimiento que la mayoría de los colombianos experimentan ante la guerrilla. El candidato del uribismo, Óscar Iván Zuluaga, ha pasado de anunciar que romperá el proceso de negociaciones a anunciar que pondrá a las FARC condiciones tales que harían improbable que continúe. El expresidente ha llegado a hablar de “oligarquía comunistoide”, como dijo en uno de sus rotundos trinos. Y sus acusaciones de que bajo este gobierno ha tenido lugar un deterioro en la seguridad es un argumento que ha calado en muchas zonas del país.42


 


Las contradictorias posiciones de los candidatos presidenciales que pasaron a segunda vuelta son un claro ejemplo de la polarización del país, sin que exista un debate profundo sobre los argumentos a favor y en contra del proceso de paz con las FARC. En consecuencia, el resultado del plebiscito por la paz del 2 de octubre fue absolutamente coherente con la polarización registrada en las pasadas elecciones. Sin embargo, para comprender por qué a los colombianos nos cuesta llegar a consensos mínimos sobre el conflicto armado debemos entender el papel de las emociones en las campañas políticas.


 



4. El papel de las emociones en las campañas políticas y el proceso de paz colombiano


La política como práctica social que permite el debate y la persuasión para convencer se realiza a través de la comunicación de ideas y sentimientos entre individuos en colectividades específicas con el fin de llegar a acuerdos que fomentan las asociaciones y la cooperación en beneficio del conjunto de la sociedad. Por lo tanto, la política ha sido fundamental para la supervivencia de los pueblos y para el aumento del bienestar de la población, evitando el uso de la fuerza física para lograr consensos y determinar reglas de convivencia entre los individuos.


La comunicación de ideas y sentimientos determina la manera de actuar de los individuos y de las sociedades, por ello comprender el proceso de comunicación entre individuos se torna fundamental para entender cómo se construyen y se desafían las relaciones de poder existentes en las sociedades, especialmente en las campañas políticas en las que se definen los líderes que tendrán a cargo la gestión de los asuntos públicos en comunidades específicas por determinados periodos de tiempo. Castells analiza el proceso de comunicación utilizando investigaciones neurocientíficas así:


 


La comunicación se produce activando las mentes para compartir significado. La mente es un proceso de creación y manipulación de imágenes mentales (visuales o no) en el cerebro. Las ideas pueden verse como configuraciones de imágenes mentales. Con toda probabilidad las imágenes mentales se corresponden con patrones neuronales. (…) la mente es un proceso no un órgano. Es un proceso material que se produce en el cerebro al interactuar con el cuerpo propiamente dicho. Dependiendo del nivel de alerta, atención y conexión con el yo, las imágenes mentales que construyen la mente pueden ser o no conscientes.43


 


Para Castells, construimos la realidad como reacción ante acontecimientos reales, internos y externos, que son procesados por el cerebro según modelos mentales previamente establecidos (la mayoría de las veces de forma inconsciente) para facilitar el procesamiento de información.44 De esta forma, la emoción y el racionamiento se originan del mismo proceso mental mediante la conexión de millones de neuronas que permiten crear experiencias inmediatas o que se acumulan con el tiempo, buscando orientar a la persona en la toma de decisiones con base en experiencias previas o patrones establecidos.45


El cerebro percibe las emociones como sentimientos y las emociones están profundamente arraigadas en nuestro cerebro, porque han sido inducidas por el instinto de supervivencia en el largo proceso de evolución, de forma tal que las especies o individuos que no tienen un sistema de detección emocional adecuado es improbable que sobrevivan.46


Cuando una persona es capaz de identificar sus sentimientos de forma consciente, estos le ayudan a controlar su comportamiento social y, por ende, influyen también en sus decisiones, vinculando sentimientos del pasado, del presente y del futuro. Esto sucede mediante la activación de las redes neuronales que asocian sentimientos y acontecimientos, lo que permite orientar al individuo hacia la toma de decisiones conforme sus marcos mentales, que no son arbitrarios, sino que se basan en la experiencia individual y social.47
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